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SEGUNDA ÉPOCA

PROPUESTA DE ACUERDO DONDE SE EXHORTA
AL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO DEL ES-
TADO Y PRESIDENTES MUNICIPALES A QUE, A
TRAVÉS DE LOS ORGANISMOS Y PROGRAMAS A
SU CARGO, ASIGNEN UN PRESUPUESTO A LOS
RADIOS COMUNITARIOS Y CULTURALES COMO
LO MANDATA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA LEY
DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN,
PRESENTADA POR LA DIPUTADA BRENDA FA-
BIOLA FRAGA GUTIÉRREZ, INTEGRANTE DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL
TRABAJO.

Dip. Pascual Sigala Páez,
Presidente de la Mesa Directiva del
Honorable Congreso del Estado.
Presente.

Diputada Brenda Fabiola Fraga Gutiérrez, In-
tegrante de la Septuagésima Tercera Legislatu-
ra del Congreso del Estado de Michoacán de Ocam-
po, con fundamento en los artículos 8 fracción II y
236 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del
Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo,
presento al pleno de esta Septuagésima Tercera
Legislatura Propuesta de Acuerdo mediante el cual
se exhorta al Titular del Poder Ejecutivo del Estado y
Presidentes Municipales, a que a través de los orga-
nismos y programas a su cargo, asignen un presu-
puesto a las radios comunitarias y culturales como
lo mandata la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y la Ley de Telecomunicaciones y
Radiodifusión, para continuar con sus operaciones
y ampliar su cobertura, de acuerdo con la siguien-
te:

A mediados de los años cuarenta en Améri-
ca Latina pequeñas comunidades de campesinos
y mineros ya estaban en condiciones de operar
sus propias radios comunitarias. «Las luchas so-
ciales de los años sesenta y setenta y la resisten-
cia a las dictaduras militares que llegaron al po-
der por cortesía de la CIA, no hicieron sino con-
tribuir a multiplicar por miles las radios comuni-
tarias e independientes»

De acuerdo con la UNESCO:

La radio comunitaria, en particular, ha crecido
en número en todo el mundo. Es un mecanismo de
difusión de mayor penetración en aspectos educati-
vos, instrumento ideal para el ejercicio de la auto-
expresión y la comunicación entre las poblaciones
de bases rurales y de difícil acceso. La gestión co-
munitaria genera un sentido de propiedad sobre su
propia agenda de desarrollo y, con esto, los miem-
bros de la comunidad se convierten en auto-empode-
rados para expresarse públicamente, debatir temas,
llevar a cabo el diálogo, promover la cultura, la his-
toria de la comunidad y su lenguaje.[1]

Desde el año 1975 las radiodifusoras del
estado de Michoacán, algunas de la cuales trans-

miten en el idioma Purépecha y otros idiomas ori-
ginarios de la entidad, realizan una importante
labor social en cuestión de la entrega noticiosa
en lenguas autóctonas que brindan información
a sectores marginados de la población, del mismo
modo estas a través de diversos programas pres-
tan un importante servicio social pues en su
emisión preservan la tradición y cultura, lo cual
es de importancia incalculable, ya que acorde a
lo sentado por la UNESCO la lengua, la gastrono-
mía, las tradiciones y la expresión oral son patri-
monio inmaterial de la humanidad en su conjun-
to.

El artículo tercero de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos otorga el de-
recho de emitir educación por medio de la radio-
difusión y obliga al Estado a proporcionar los me-
dios idóneos y apoyar a que se continúe con di-
cha labor, mencionando en su apartado B frac-
ción I y III.

B. En materia de radiodifusión y telecomunicacio-
nes:

I. El Estado garantizará a la población su integra-
ción a la sociedad de la información y el conocimien-
to, mediante una política de inclusión digital univer-
sal con metas anuales y sexenales.» «III. La radiodi-
fusión es un servicio público de interés general, por
lo que el Estado garantizará que sea prestado en
condiciones de competencia y calidad y brinde los
beneficios de la cultura a toda la población, preser-
vando la pluralidad y la veracidad de la informa-
ción, así como el fomento de los valores de la identi-
dad nacional, contribuyendo a los fines estableci-
dos en el artículo 3o. de esta Constitución.

Estas acciones necesariamente requieren
de equipamiento adecuado, de su operación y man-
tenimiento, aunque en gran parte se deben a la
necesidad del funcionamiento de las radio socia-
les como medio idóneo al alcance inmediato y
permanente de la comunidad y al trabajo volun-
tario de la población y de radialistas independien-
tes, estas deben sustentarse parcialmente con
recursos públicos debido a la naturaleza del ser-
vicio.

Adicional a lo anterior en la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión encontra-
mos que las radiodifusoras sociales del Estado tie-
nen el derecho consagrado en el artículo 89 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión su operación y mantenimiento y para ello
obtener los recursos enunciados en su fracción
VII y que corresponden a derivación de recursos
de los presupuestos destinados a comunicación
social que cada órgano de los tres niveles de go-
bierno, deben otorgar a las mismas. «VII. Venta
de publicidad a los entes públicos federales, los
cuales destinarán el uno por ciento del monto para
servicios de comunicación social y publicidad au-
torizado en sus respectivos presupuestos al con-
junto de concesiones de uso social comunitarias
e indígenas del país, el cual se distribuirá de for-
ma equitativa entre las concesiones existentes.
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Las Entidades Federativas y Municipios po-
drán autorizar hasta el uno por ciento para dicho
fin de conformidad con sus respectivos presupues-
tos.»

Las radiodifusoras culturales cumplen un
objetivo social y operan en condiciones inequita-
tivas, pues existe un número de radios que re-
quieren certeza jurídica, más de 2000 de ellas
realizan su actividad sin concesión y en su ma-
yoría han sido clausuradas incautándoles el equi-
po de radiodifusión, víctimas de persecución por
motivos políticos. Aquellas que se mantienen y
se les ha entregado su concesión, emiten en fre-
cuencias locales muy pequeñas que abarcan ape-
nas un par de municipios con el rango de poten-
cia que se les autoriza, mientras que las radiodi-
fusoras comerciales abarcan más del 74% del
espectro radioeléctrico, lo cual deja ver la dispa-
ridad y el peso de unos cuantos sobre la propia
Ley.

Es deber de este Congreso velar por el cum-
plimiento de la norma y en este caso hacer un
llamado a las autoridades federales, estatales y
locales a que se cumpla con lo establecido en la
ley y otorguen los recursos como lo mandata la
ley federal en la materia.

Como lo expone La Asociación Mundial de
Radios Comunitarias, son «un espacio radiofóni-
co en la comunidad, para la comunidad, cerca de
la comunidad y por la comunidad», sin embargo
muchas radios operan de manera clandestina por
no contar con los medios necesarios y sufren las
acciones de la Policía Federal que no ve lo que
estas proporcionan de beneficio al pueblo, tal es
el caso que han existido ataques tan lamenta-
bles como el de Héctor Camero, en Monterrey que
utilizaba su radio para brindar asesoría legal al
pueblo y fue condenado a 2 años de prisión.

En el propio Estado de Michoacán, la Radio
Indígena de Ocumicho en el Municipio de Chara-
pan y la Radio Comunitaria de Nuevo San Juan
Parangaricutiro antes de asignárseles su conce-
sión fueron clausuradas por la extinta Agencia
Federal de Investigación (AFI), se les confiscaron
los modestos equipos de transmisión y quienes
abanderaban sus proyectos radiofónicos denun-
ciados ante las instancias de impartición de jus-
ticia.

El caso de Radio Diversidad, ubicada en la
comunidad campesina de Paso del Macho, en Ve-
racruz, fue desmantelada por la Policía Federal
en 2009 y en 2011 incluso se ejerció acción pe-
nal contra algunos de sus integrantes como Pao-
la Ochoa condenada a dos años a quien se otorgó
fianza por veinticinco mil pesos.

Otros casos son los de Oaxaca en donde el
comunicador comunitario Salvador Olmos García
fue asesinado apenas el 26 de julio del año 2016;
Alma Delia Olivares era locutora de la radio La
Cabina, en el municipio de Omealca, Veracruz,
que fue acusada de «contaminación auditiva» y
«uso indebido de un bien de la nación».

Expuestos estos hechos, se puede observar
que los operadores de radios comunitarias enfren-
tan sanciones desproporcionadas que incluyen pe-
nas de cárcel o multas multimillonarias ya que
la legislación exige requisitos que no se adaptan
a la realidad de estos sectores de la sociedad y
restringe la posibilidad de sustentarse mediante
publicidad oficial de los ayuntamientos y dona-
ciones de entidades autorizadas. Por lo anterior-
mente expuesto, propongo ante esta asamblea el
siguiente

ACUERDO

Primero. Se exhorta respetuosamente al ti-
tular del Poder Ejecutivo del Gobierno Federal, a
que cumpla con lo estipulado en la fracción VII
del artículo 89 de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones y Radiodifusión y que por medio de la
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pue-
blos Indígenas o del Instituto Federal de Teleco-
municaciones otorgue lo estipulado en la fracción
VII del artículo 89 de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones y Radiodifusión: «…el uno por ciento
del monto para servicios de comunicación social;
además de los medios técnicos para que las ra-
diodifusoras sociales del Estado de Michoacán se
mantengan en operación, y puedan mejorar su
funcionamiento y abarcar más espectro radioeléc-
trico de cobertura, además de que se brinden los
medios necesario a las radiodifusoras que no se
encuentran regularizadas para que puedan obte-
ner su concesión, y se ponga fin a la marginali-
dad que padecen por parte de algunas instancias
de gobierno, a fin de beneficiar a una cantidad
mayor de ciudadanos, con el contenido de su pro-
gramación y enseñanza, otorgándoles los benefi-
cios que mandata el artículo 89 en su fracción
VII de la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión.

Segundo. Se exhorta respetuosamente al
titular del Poder Ejecutivo del Gobierno del Esta-
do, a los presidentes municipales y a las autori-
dades locales, sus secretarías y direcciones en el
ámbito de su competencia, para que incluyan en
sus planes y programas el mantenimiento, ex-
pansión y uso de las radiodifusoras que cumplen
con un programa social y cultural para que estas
continúen con su función de comunicación y en-
señanza, brindando además la capacitación y los
medios necesarios para que se regularicen y cum-
plan con los criterios enmarcados en las disposi-
ciones federales, estatales y locales a aquellas
que no se encuentren en una situación idónea,
otorgándoles los beneficios como lo mandata el
artículo 89 en su fracción VII de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión.

PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO. Morelia, Mi-
choacán, a 24 de febrero de 2017

Atentamente
Dip. Brenda Fabiola Fraga Gutiérrez

[1] http://www.comminit.com/la/lahaciendoolas/sld-931.html
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